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(Sin corregir) 


Señor Representante Alejo Umpiérrez. 


Señores Representantes Armando Castaingdebat, Alfredo Fratti, Nelson Larzábal, 
Edmundo Roselli y Juan Federico Ruiz. 


Señora Representante Sonia Cayetano. 
Señor Representante Omar Lafluf. 


Por el INC, ingenieros agrónomos Jaqueline Gómez, Presidenta; Miguel Vasallo, 
Director; Eduardo Davyt, Director; y señores Rodrigo Herrero, Director y Julio 
Roquero, Director. 


Señora Virginia Chiappara. 


PROSECRETARIA: Señora Lilián Fernández Citera. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Alejo Umpiérrez).- Damos la bienvenida al directorio del Instituto Nacional de 
Colonización, integrada por su presidenta, por el Poder Ejecutivo, ingeniera agrónoma Jacqueline Gómez; el 
director por el Ministerio de Economía y Finanzas, ingeniero agrónomo Miguel Vassallo; el director por el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, señor Rodrigo Herrero; el director por el CETP- UTU, 
ingeniero agrónomo Eduardo Davyt y el director por agremiaciones rurales, señor Julio Roquero. 


Agradecemos especialmente la celeridad con que respondieron a nuestra convocatoria. Siempre que hemos 
necesitado tomar contacto con el Instituto han respondido con una fluidez realmente destacable, amén de la 
profesionalidad que caracteriza a sus representantes cada vez que asisten a este ámbito. 


La semana pasada recibimos a un grupo de ocupantes de una fracción de tierra del Instituto, quienes nos 
plantearon una serie de inquietudes. Recibimos el planteo y lo trasladamos al Instituto Nacional de 
Colonización. Nos gustaría escuchar la posición o la versión del Instituto al respecto. Me atrevo a decir que la 
opinión prácticamente unánime de esta Comisión -lo habrán advertido en la versión taquigráfica- es de 
rechazo a ese tipo de ocupaciones, porque entendemos que no es el mecanismo idóneo para obtener tierras; el 
Instituto Nacional de Colonización tiene un registro de aspirantes, hay gente que está esperando y realizando 
los procedimientos correspondientes para poder recibir una fracción. Por lo tanto, entendemos que en una 
sociedad civilizada no debemos habilitar ese camino. De lo contrario, habría una carrera a lo largo y ancho 
del país para obtener las tierras por estos medios, lo cual sería preocupante y estaría desvirtuando la 
verdadera función del Instituto. 


Tienen la palabra. 
SEÑORA GÓMEZ (Jacqueline).- Como habrán advertido, en el día de hoy está presente todo el directorio. 


Agradecemos la invitación. Siempre les decimos lo mismo: nos parece muy importante que los legisladores 
conozcan la opinión de la institución. Es cierto que nosotros siempre estamos dispuestos a venir; nos parece 
fundamental tener un vínculo directo con ustedes y que conozcan nuestras decisiones en función de la 
institucionalidad y de la institución a la que representamos. 


También agradecemos la introducción que hizo el señor presidente Umpiérrez. Si hay algo que es esencia en 
el Instituto es respetar la legalidad. Trabajamos en una institución que maneja tierras, un recurso que tiene un 
alto valor, que es muy restrictivo, en un país en el que el proceso agropecuario tiene determinadas 
características, de acuerdo a cómo se ha dado la estructura agraria. Como es un recurso que tiene un valor tan 
importante, con un efecto también importante en el desarrollo de la sociedad rural, el rol de la distribución de 
tierras que le compete al Instituto tiene bastantes presiones. La verdad es que la tierra es uno de los recursos 
que da poder. Por lo tanto, poder manejar la tierra y resolver a quién y cómo se asigna es algo que hay que 
cuidar y transparentar. Por eso insistimos en el cuidado de la legalidad de los procedimientos, en la 
transparencia del Instituto a la hora de realizarlos y en contar con las mejores condiciones para brindar toda la 
información necesaria sobre todas las acciones que desarrollamos. 


En ese marco, el Instituto hizo una transformación muy importante -ustedes ya nos conocen; otras veces 
hemos hablado al respecto y manejan esta información- desde el año 2005 hasta el presente. Esta institución 
fue una de las primeras en manejar el expediente electrónico. Digo esto porque muestra cómo funciona la 
información dentro del Instituto Nacional de Colonización y cómo son los procedimientos. La idea es trabajar 
mediante procedimientos administrativos transparentes, con metodología clara, con llamados abiertos. Todo 
esto nos preocupa y nos ocupa, porque es lo que tenemos que llevar adelante. 


En cuanto a la ocupación de la tierra, como es sabido, no es legal en ningún lugar del país, ni rural ni 
urbana, y no es una forma de acceso a ella. La ley de colonización, que ha sido protegida por este y por 
anteriores directorios, define la forma de acceso a la tierra: a través de llamados abiertos y de acuerdos con 
organizaciones sociales. 


En los llamados abiertos se selecciona a la gente, a los productores familiares y asalariados rurales, que son 
la población objetivo del Instituto. Entre las personas o grupos que se presentan, ya sean emprendimientos 
individuales o colectivos, se selecciona de acuerdo con su condición socioeconómica, la situación familiar, la 
constitución del núcleo familiar, la capacidad para producir y las condiciones para llevar adelante el 
emprendimiento productivo, más allá de que se cumpla con lo que el llamado indica, de acuerdo con el rubro 
que se vaya a desarrollar. 


También hemos hecho acuerdos con organizaciones. En esos casos, se hacen adjudicaciones directas. Hay 
algunas recientes, que tuvieron mucha prensa, como es el caso de la Sociedad de Productores de Leche de 
Florida. En esa oportunidad, se hizo una adjudicación concreta a una organización de lecheros para 
desarrollar un banco de vaquillonas. Asimismo, hemos hecho bastantes intervenciones en La Casilla, Flores. 
Otras de las adjudicaciones recientes fueron al Sindicato de Peones de Estancia, a la UTAA, en Bella Unión, 
y a otras organizaciones en diversos lugares. 


Esa es la forma de acceso a la tierra. Eso es lo que nosotros, como Directorio de este Instituto, defendemos 
y protegemos. Sin ninguna duda, la ocupación no es el mecanismo de acceso a la tierra. 


Frente a una ocupación de tierra, el Instituto hace la denuncia policial. Posteriormente, esto pasa a la Justicia 
penal y esperamos que se resuelva. Si en ese escenario estamos hablando de una organización -como ha 
ocurrido-, intentamos resolverlo a través de acuerdos y negociaciones, siempre con el mismo procedimiento 
administrativo, porque es lo que corresponde a una institución pública. Es lo que hay que hacer; no hay duda 
al respecto: cuando nos enteramos de que una tierra está ocupada debemos realizar ese procedimiento 
administrativo, el que es usual. 


Generalmente, intentamos enmarcar la exposición en qué estamos haciendo en el Instituto. En este caso, voy 
a ser breve, porque nos han escuchado más de una vez. 


No queda duda de que en todos estos años el Instituto Nacional de Colonización ha hecho un esfuerzo 
bastante importante para lograr una mejora en la gestión. Ha incorporado más de 100.000 hectáreas a las que 
pueden acceder productores familiares y asalariados rurales. Se han mejorado los procedimientos de 
selección y de seguimiento de los productores y colonos que están en tierras del Instituto. Asimismo, se han 
incorporado nuevas tecnologías para manejar mejor la información y hemos buscado un conjunto de 
articulaciones interinstitucionales para mejorar las condiciones de vida y de trabajo de la gente en las tierras 
del Instituto. Esa ha sido la definición de todos estos gobiernos y de este Directorio en particular. 


Nos gustaría ir resaltando algunos datos, concretamente, relativos a Artigas, de donde proviene la gente de 
la que estamos hablando. 


El Instituto Nacional de Colonización tiene más de 75.000 hectáreas en Artigas. En ese departamento, 
fundamentalmente en Bella Unión, hay veinticuatro emprendimientos colectivos. De ellos, veintiuno se 
adjudicaron a partir de 2005. En la mayor parte de esos emprendimientos colectivos se hizo un acuerdo con 
organizaciones sociales de ese territorio, entre ellas, UTAA y productores granjeros de Bella Unión. De 
manera que un conjunto de organizaciones fueron adjudicatarias en ese proceso. 


De las 75.000 hectáreas de que se dispone en el departamento, de 2010 a 2015 adjudicamos 12.000. 
Recordemos que el Instituto Nacional de Colonización es de 1948 y que históricamente ha tenido una 
presencia bastante importante en el litoral del país. En Artigas y el resto de los departamentos del litoral la 
presencia de Colonización viene desde hace muchos años. Como decía, en Artigas se incorporaron 12.000 
hectáreas. Desde 2005 a 2015 se compraron 4.500 hectáreas en la zona de Bella Unión, lo que representa una 
inversión de US$ 20.000.000. Fíjense que estoy hablando solo de Bella Unión, no de Artigas en general. 
Muchas de esas 4.500 hectáreas fueron trabajadas por emprendimientos colectivos; más de 2.000 hectáreas 
corresponden a acuerdos con UTAA. Estoy hablando de los acuerdos que mencioné anteriormente, que son 
una forma de adjudicación acordada con las organizaciones. 


Es importante que sepan que cuando acordamos una adjudicación con una organización, el Instituto empieza 
la negociación; entendemos que hay que intervenir, porque se trata de una población objetivo y porque el 
emprendimiento es a escala de esos productores individuales o de ese conjunto de trabajadores. Las 
organizaciones son las que proponen los nombres de quienes serán los adjudicatarios. Nosotros chequeamos 
si las personas propuestas por la organización tienen el perfil de colonos. En general, no tenemos dificultades 
al respecto; al contrario; es gente que está por debajo de la línea de pobreza, inclusive, en condiciones que 
están por debajo de la línea de indigencia. Tenemos datos de las adjudicaciones que se hicieron en la Colonia 
Raúl Sendic, en el año 2009. Del conjunto de gente que se presentó en esa oportunidad, casi el 60% estaba 
por debajo de la línea de pobreza. En la cooperativa Helios Sarthou, que se adjudicó en 2014, también había 
un porcentaje bastante alto de personas en condiciones por debajo de la línea de pobreza. 


El año pasado hicimos un acuerdo con UTAA, donde se incluyeron veinte familias en esta modalidad. Se 
trata de módulos de producción totalmente diversificados: hay producción granjera y, además, algún área de 
caña. Cabe destacar que algunas de estas veinte familias sufren la pobreza más dura de ese territorio. 


Está claro que las intervenciones del Instituto Nacional de Colonización en la zona de Bella Unión tienen un 
determinado perfil de pobladores. No se utiliza la misma la lógica de intervención en todo el país. No es lo 
mismo intervenir en la cuenca lechera -muchos de ustedes la conocen- o en la zona ganadera, donde los 
productores familiares y los asalariados rurales tienen determinado perfil, que hacerlo en Bella Unión, que es 
una zona agroindustrial, con trabajo dependiente y zafral. En la historia de construcción de Bella Unión el 
proyecto sucroalcoholero tuvo un rol muy importante, y las mejoras de las condiciones de vida estuvieron 


muy vinculadas al desarrollo de determinados emprendimientos. Históricamente esto ha sido así; no es una 
cuestión reciente. 


Entonces, está claro que en Bella Unión tenemos que atender una población con mayores dificultades. 


En estos últimos tiempos, la gente que ha ocupado la fracción ha dicho que no accede porque no tiene el 
perfil, porque no tiene las condiciones y porque los mandamos al final de la cola. Aclaro que "la cola" es la 
lista de las personas que se han presentado a los llamados. 


La respuesta a eso es clarísima. Si quieren, pueden ver los informes técnicos que tenemos. Se darán cuenta 
de que entre las adjudicaciones que hicimos, figura gente con perfil de trabajador rural, zafral, que se ha 
vinculado a la caña o a otros rubros en la zona de Bella Unión. Esas personas hoy son adjudicatarias de tierra 
en estos territorios. 


En acuerdo con ALUR tenemos más de cien familias, que están vinculadas al proyecto sucroalcoholero y a 
tierras del Instituto Nacional de Colonización. Además, están los proyectos vinculados a la caña de azúcar. 


Existe un conjunto de familias con características bastante particulares y con situaciones socioeconómicas 
difíciles. Esto hace que la intervención del Instituto tenga una determinada característica. Esta población está 
bastante focalizada en la zona de Bella Unión. 


Por lo tanto, el Instituto tiene una intervención clara en los sectores más vulnerables de la zona de Bella 
Unión. Los colonos, que hoy son adjudicatarios de tierra, son testigos de esto y pueden dar su testimonio. 


En la última adjudicación que hicimos en acuerdo con UTAA -que involucra a veinte familias-, el Instituto 
realizó cuatro módulos de alrededor de quince hectáreas para hacer actividades diversificadas. La inversión 
para el agua, la electrificación, los cultivos y el invernáculo la hace el Instituto. La intendencia nos ayudó 
aportando financiamiento. Algunas otras instituciones nos han apoyado dando financiamiento para que la 
infraestructura productiva esté en condiciones y la gente con esas características socioeconómicas pueda 
llevar adelante un emprendimiento. 


También me parece importante decir que cuando revisamos los antecedentes históricos de las adjudicaciones 
de tierras en Bella Unión, vimos que las personas que hoy son ocupantes de la fracción, no estaban en las 
listas. No están en las listas de los llamados abiertos ni de los acuerdos que hicimos con las organizaciones. 
Una cosa es tener una tarjeta de solicitante de tierra -por ley existe un registro y cualquiera de nosotros puede 
pasar por el Instituto e inscribirse- y, otra, presentarse directamente a las fracciones. Cuando alguien quiere 
acceder a una tierra, tiene que presentarse concretamente para esa fracción. No tenemos un registro de gente 
que aspira a ser titular de determinada tierra; no le avisamos a alguien que vive, por ejemplo, en Artigas que 
va a haber un llamado en Tacuarembó. Los llamados se hacen concretos para las fracciones, los rubros, las 
indicaciones y las características fisicoproductivas que tenga esa fracción, y la gente se tiene que presentar en 
función de las condiciones del llamado. Esto es bastante relevante. 


Hoy otro punto importante a destacar. En 2015 y 2016, el Instituto hizo ciento veinte llamados en todo el 
país. Aclaro que no estoy hablando de adjudicaciones directas. A esos ciento veinte llamados se presentaron 
mil quinientas familias. Esas personas también deben ser respetadas en el procedimiento que se realiza. Esas 
familias fueron al Instituto, se inscribieron, presentaron la documentación, siguieron los procedimientos, 
etcétera. Todas ellas participaron de un sistema de selección que tiene una metodología clarísima: 
inscripción; entrega de documentación y de información; preselección; pasaje a entrevista; entrevista 
personalizada en los lugares donde viven o trabajan; relevamiento de información secundaria. Después de 
todo ese proceso, y con una propuesta exclusivamente técnica del equipo del Instituto Nacional de 
Colonización, llegan al directorio, para que resuelva. Se trata de un procedimiento técnico. Aquí no hay 
amigos ni nada parecido a lo que nos han acusado. Me parece importante aclarar esto porque habla de la 
transparencia del Instituto y tiene que ver con el respeto al trabajo de sus funcionarios, porque no solo 
trabajamos los que integramos el directorio. Las adjudicaciones no se resuelven por información particular 
que tengamos los directores. Las adjudicaciones se realizan a través de un procedimiento exclusivamente 
técnico. El directorio resuelve en base a la información que maneja el equipo técnico. Este es uno de los 
mecanismos del Instituto que hay que proteger. También es importante respetar y cuidar a las familias que 
siguen esos procedimientos. 


Por otra parte, se debe respetar y proteger a quienes hoy son adjudicatarios de tierra. No porque alguien 
considere que una fracción no está explotada, puede ocuparla y decir: "Estaba mal explotada, y tomamos esta 
decisión". 


La supervisión y el control de las tierras del Instituto, están a cargo del Instituto Nacional de Colonización. 
La definición respecto a si una tierra está bien o mal explotada, es del Instituto y las medidas las tomamos 
nosotros. De hecho, cuando recibimos denuncias mandamos una inspección; eso lo hacemos cotidianamente. 
Y tomamos medidas cada vez que constatamos que no hay cuidado del bien público, porque las tierras son 
del Estado uruguayo y la obligación de los colonos es cumplir con la ley en todos los sentidos: en lo que tiene 
que ver con la explotación, la residencia, el trabajo directo, el cuidado de los recursos naturales, no 
subarrendar. 


Ahora me voy a referir concretamente a la ocupación. 


La fracción que fue ocupada en febrero, estaba adjudicada desde octubre de 2015 a una persona que, a esta 
altura, ya se presentó a seis llamados del Instituto Nacional de Colonización. Esa persona siempre tuvo las 
mejores condiciones que requería el llamado; tiene animales de pastoreo en distintos lugares -no tiene 
tenencia estable de tierra- y muchos años de trabajo. 


La resolución del directorio por la que la fracción fue adjudicada a esa persona es del 14 de octubre de 
2015. Antes de esa fecha, se había dado a pastoreo a otra persona. Cabe aclarar que desde que recibimos la 
tierra hasta que la adjudicamos, la entregamos a pastoreo para usar los recursos que allí se generan. Ese es un 
mecanismo que usamos habitualmente. En general, las fracciones no están libres. Mientras que no están 
ocupadas, se entregan a pastoreo, a través de un contrato de pocos meses. 


La persona a la que se le entregó la tierra para pastoreo tenía contrato por un mes renovable un mes más. En 
su momento, se le indicó que tenía que entregar el pastoreo, pero no lo entregó. Eso nos llevó a realizar otra 
denuncia judicial. En abril de 2016, se resolvió iniciar medidas judiciales contra el pastoreante. El problema 
es que antes de que el pastoreante entregara la tierra formalmente, fue ocupada por esta gente. 


El adjudicatario legal de la tierra, en virtud de una resolución del directorio de octubre de 2015, nunca pudo 
entrar a la tierra, porque primero estuvo ocupada por el pastoreante y, después, por esta gente. 


En consecuencia, las acusaciones en relación a que no entró y no produjo, no tienen fundamento. Es más: 
los integrantes de la Comisión preguntaron cómo iba a entrar si estaba ocupado por otros. Obviamente, si la 
tierra está ocupada por otra persona, el adjudicatario no puede entrar. 


Esta persona -que se encuentra en esta situación sin ninguna necesidad y, la verdad, sin ninguna 
responsabilidad-, se ha presentado a distintos llamados para fracciones en ese territorio; tenemos todos los 
documentos y todas las actas de resoluciones de directorio. Siempre quedó muy bien punteada. Tiene 
necesidad de tenencia de tierra estable -que es lo que da el Instituto Nacional de Colonización cuando otorga 
una adjudicación-, para no pasar de pastoreo en pastoreo. 


Concretamente, ese es el motivo por el cual el colono adjudicatario no accedió a la tierra. 
A continuación, me voy a referir a la propuesta productiva que presentan los ocupantes. 


Antes que nada, tiene que quedar claro que la ocupación de tierra no es el mecanismo que se debe seguir. 
Así se lo hicimos saber en la reunión que mantuvimos, en la que los recibimos casi todos nosotros. 
Precisamente, la mayor parte de nosotros estábamos en el Instituto Nacional de Colonización el día que 
llegaron sin agendarse previamente. En esa oportunidad recibimos a los ocupantes y a la gente de apoyo. En 
cuanto a la propuesta productiva que realizan, en ningún momento se dijo lo que ellos señalaron en cuanto a 
que era una propuesta viable, útil, sustentable. La información que se manejó es incorrecta. Dijeron que 
nosotros, y yo personalmente, les había puesto varias trabas, pero bueno... 


El Instituto Nacional de Colonización no entrega tierras para ser tercerizadas. La propia ley de colonización 
no autoriza la tercerización de tierras, solo las medianerías, que son aprobadas a través de una solicitud 
concreta del colono y tienen determinadas condiciones como porcentaje de superficie y condiciones de 
tiempo. Las medianerías están autorizadas hasta un 25% como mucho. De cincuenta y tres fracciones que 


tiene la colonia, cinco fracciones tienen medianería autorizada de arroz. No es una práctica común; se realiza 
en función de las capacidades que pueda tener el predio y de que el colono cuente con las condiciones para 
ser autorizado a hacer una medianería. 


El Instituto Nacional de Colonización cumple un rol; somos un país agropecuario y agroexportador, no 
tenemos problemas con el rubro arroz; puede haber interacciones con otros productores del entorno o con 
otros productores capitalizados, siempre y cuando sea en el marco de la ley y no sea el mecanismo que usó 
ese colono o ese grupo para mantenerse. Me refiero a tercerizar el uso de la fracción y quedarse con la 
diferencia de la renta. 


El proyecto que se presenta tiene casi el 60% de la fracción pensada para el arroz, ciento cincuenta 
hectáreas destinadas al arroz; eso no cumple con la normativa. Pero, en realidad, lo relevante es irrelevante, y 
me refiero al proyecto, porque si la forma de adjudicación es la ocupación de tierra, el proyecto es otro punto 
a discutir en otro momento. 


Me parece importante que entendamos cuál es el modelo que se está proponiendo. La tercerización de las 
tierras del Instituto no es lo que tenemos que promover. Los cultivos, como el arroz y otros granos, entran en 
el marco de un sistema de producción que plantea una rotación; atrás del arroz viene la pastura para el 
alimento del ganado. Los colonos, en general, no son arroceros debido a las características del rubro, al nivel 
de inversión que se requiere y a los cambios tecnológicos. Es importante entender el modelo, un modelo de 
tercerización de las tierras del Estado uruguayo y un modelo que, en realidad, es rentista. 


El arrocero le paga al colono US$ 107 por hectárea, el colono tiene que pagar entre US$ 35 o US$ 50 por 
hectárea, según la tipificación de la tierra del Instituto. O sea que la diferencia entre lo que le tiene que pagar 
al Instituto Nacional de Colonización y lo que le paga al arrocero está entre US$ 72 o US$ 57 por hectárea. 
Con esa diferencia de renta se quedan los colonos que están autorizados a hacer esto. Con esa diferencia de 
renta es con la que se plantea pagar las rentas al Instituto Nacional de Colonización. Es un modelo rentista, 
que no es lo que debemos promover. La ley de colonización lo dice con total claridad: explotación directa, 
radicación, buen uso de los recursos naturales. Nosotros trabajamos para promover a los productores 
familiares que tienen otro capital; los asalariados rurales tienen su fuerza de trabajo como capital para llevar 
adelante los emprendimientos productivos. 


Por tal motivo, cuando hacemos un acuerdo con UTAA, terminamos pagando la luz, el agua, haciendo un 
acuerdo de financiamiento de inversiones, muchas veces, con herramientas financieras que se devuelven con 
un flujo de recursos acordes a los flujos que van a tener ellos en los ingresos. 


Sabemos que es un sector al que hay que atender y creemos que nos ha ido bien. La gente que estuvo en esta 
Comisión hizo referencia a toda la gente endeudada con el proyecto sucroalcoholero. Los cambios en las 
condiciones de vida de las familias que accedieron a las tierras del Instituto Nacional de Colonización a 
través del proyecto sucroalcoholero y de los otros predios del Instituto, es increíble. Ya saben que las rentas 
del Instituto cuestan la mitad o menos que el valor de mercado. Entonces, el esfuerzo que hace el colono 
dentro de las tierras del Instituto para cubrir sus rentas es la mitad que el que tiene que hacer un productor 
familiar fuera de ellas. Además, el Instituto cuenta con el proceso de articulación interinstitucional para 
apoyar esos emprendimientos: el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, las Intendencias, UTE, OPP, 
electrificación rural, es decir, un conjunto de herramientas que siempre están disponibles y que las intentamos 
trabajar y manejar para mejorar las condiciones de producción y de vida. 


Debe quedar claro que las experiencias en Bella Unión han sido positivas; no hay duda de que en algunas 
nos ha ido mal, pero, mayoritariamente, la gente que trabaja en las tierras del Instituto [Nacional de 
Colonización de Bella Unión ha hecho un esfuerzo por estar al día, por cumplir, por encontrar formas de 
financiamiento, por llevar adelante los emprendimientos productivos y las innovaciones tecnológicas que se 
dan en ese territorio. 


Un ejemplo de esto es la Colonia Raúl Sendic, donde entraron nueve grupos de colonos y seis están 
confirmados a diez años. Algunos salieron porque les fue mal, porque no cumplieron con sus obligaciones. 
Las obligaciones no son solo pagar, también cuidar la caña que había sido financiada por ALUR, trabajar 
directamente, no subarrendar, no tercerizar el uso de la fracción. Esos grupos están más complicados, pero 
seis han hecho un gran esfuerzo y algunos están muy capitalizados y otros están trabajando con una inversión 
importante y con niveles de endeudamiento vinculados a las características del rubro; no estamos hablando 


de ganadería extensiva, sino de cultivo agroindustrial y solo la plantación de la caña tiene una importante 
inversión por hectárea. 


A veces, la información que se maneja sobre Bella Unión y los emprendimientos que se están realizando no 
hace justicia a la gente que en todos estos años ha trabajado mucho para mantenerse en las tierras del 
Instituto y que ha honrado a la sociedad uruguaya cuidando y protegiendo al Instituto Nacional de 
Colonización con trabajo, esfuerzo y compromiso. 


Creemos que los procedimientos administrativos en una institución como el Instituto Nacional de 
Colonización son muy importantes; el recurso tierra es totalmente necesario, el manejo tiene que ser 
transparente y la información debe estar a disposición de quien la necesite. Si existen denuncias de 
amiguismo en las entregas de tierra, deben ser formales y documentadas, no cosas dichas sin ningún 
argumento. Si existen, nosotros las analizaremos y las investigaremos; además, para eso también existe la 
Justicia, que es el ámbito donde se presentan las denuncias. 


El conjunto de las acciones que lleva adelante el Instituto Nacional de Colonización ha tenido resultados 
positivos; ha dado un lugar a trabajadores zafrales de la caña de azúcar, gente sin trabajo, porque las veinte 
familias que entraron ahora son ex trabajadores de Green Frozen del área rural; se trata de estas veinte 
familias que entraron en los módulos en acuerdo con UTAA. 


Hay un conjunto de propuestas que hemos articulado y gente de los sectores más vulnerables de Bella 
Unión que ha accedido a la tierra y ha cumplido con el Instituto Nacional de Colonización. O sea que 
estamos dando respuestas a ese sector, no hay duda de eso. 


Para dar un ejemplo de cómo se interviene en ese territorio, recientemente, OPP, frente al cierre de Green 
Frozen, y esta empresa en particular, que trabaja con rubros primarios, están trabajando para armar una 
propuesta. Desde el cierre de Green Frozen, se han generado nuevas propuestas. Inacoop, que está trabajando 
en un proceso bien concreto para un procesamiento de frutas y hortalizas, le preguntó al directorio del 
Instituto si en el marco de un proyecto viable, económicamente sustentable y apoyado por la 
institucionalidad, el Instituto estaba dispuesto a asumir el compromiso de entregar entre tres y cinco hectáreas 
para este proyecto con una determinada ubicación y determinadas características. Hoy, la resolución del 
directorio está clara y es pública. En la medida en que el proyecto esté avalado por OPP, trabajado por 
Inacoop y definido como proyecto viable, el Instituto asume el compromiso de intervenir. 


El Instituto Nacional de Colonización ha intervenido ante los sectores más vulnerables en el marco de las 
normas que pauta le ley de colonización. 


Recientemente, se volvieron a reunir los directores con los diputados de la Comisión de Legislación del 
Trabajo y con UTAA, que hasta ese momento no había intervenido. 


La ocupación de tierras se dio en un determinado marco; un grupo de ocupantes, cuatro familias -así se 
presentaron en el directorio del Instituto-, ocuparon una tierra para un proyecto productivo con las 
características que acabamos de decir. 


El año pasado, en el marco de este acuerdo, interactuamos con UTAA, la organización sindical, que intentó 
mediar y ayudar para resolver la situación, pero era otro el escenario. Creo que hay un tema importante que 
tiene que ver con el respeto a la organización. Hemos interactuado mucho con el conjunto de organizaciones 
de productores, de asalariados rurales, en distintos ámbitos, a veces, en acuerdo, y a veces, en desacuerdo, ya 
que es parte de la negociación. En este caso, UTAA ha llegado a muchos acuerdos con nosotros y en este 
caso en particular recién la semana anterior a turismo tuvimos un espacio para discutir sobre esto. Debo 
destacar que tenemos un vínculo fluido y frecuente con UTAA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si hay acciones legales de desalojo contra los ocupantes. ¿Se va a 
llegar hasta el fin? Esta es una apreciación individual, pero creo que no puede entrar por la ventana lo que no 
se quiere que ingrese por la puerta, es decir, que UTAA termine acogiéndolos y se concluya en un mecanismo 
de adjudicación directa bajo la forma de un proyecto productivo. Entonces, lo que ustedes no quieren permitir 
va a terminar incentivando la continuación de este tipo de movidas de ocupación, si eventualmente, UTAA 
las termina cobijando y ustedes negocian a través de ella. 


SEÑORA GÓMEZ (Jacqueline).- Bueno, denuncia hay: en febrero, en cuanto nos enteramos de la ocupación 
-cuando entregaron una nota muy similar a la que ustedes recibieron-, se hizo la denuncia policial y 
enseguida se pasó a denuncia penal. 


Recientemente, la semana anterior a la de Turismo, se hizo una ampliación de la denuncia penal para el 
conjunto de antecedentes. Después, hubo una reunión entre algunos diputados de la Comisión de Legislación 
del Trabajo, UTAA y el directorio; tal vez, hay que aclarar en qué términos, para responder a la pregunta que 
se formuló. 


SEÑOR VASSALLO (Miguel).- En realidad, es una pregunta que podríamos responder cualquiera de los 
otros cuatro compañeros del directorio, porque la presidenta estaba en viaje de trabajo y no estuvo en esa 
reunión. Los otros cuatro, sí estuvimos. 


Se realizó el 5 de abril y comparecieron representantes de UTAA, algunos ocupantes y algunos integrantes 
de la Comisión de Legislación del Trabajo. Ellos pensaron que podría ser útil que se mantuviera una reunión 
de esta naturaleza. Estaban presentes los diputados Daniel Placeres y Luis Puig y el suplente del diputado 
Eduardo Rubio, que había estado en una reunión previa. Nosotros planteamos a los diputados que la reunión 
era con UTAA y con la Comisión de Legislación del Trabajo, no con los ocupantes, así que la primera parte 
se realizó de esa manera. 


Tal como explicó muy bien la presidenta, nosotros tenemos un diálogo que lleva buen tiempo con UTAA, 
como organización, y creemos que hay que marcar una diferencia entre quienes proceden de acuerdo con el 
funcionamiento institucional y quienes no lo respetan. Entonces, en primer lugar, hay una razón institucional, 
jurídica, concepto país y, en segundo término, como dijimos, tenemos una relación con UTAA y hay un 
acuerdo firmado entre esa organización y el Instituto Nacional de Colonización el 9 de diciembre de 2015. 


Ese acuerdo es el producto de una larguísima reunión que tuvimos en conjunto con todo este directorio y los 
dirigentes de UTAA, que llegaban a aproximadamente veinte. Acordamos varias cosas y se firmó un 
documento -si los diputados tienen interés, se puede dejar a la comisión: en la copia que tengo en este 
momento, no figuran las firmas- sobre el que voy a mencionar dos o tres frases, no todo el texto, que es de 
una carilla y media. 


En primer lugar, se plantea el interés que se persigue: "Desarrollar una relación armónica, de confianza y 
cooperación entre ambas partes basada en el reconocimiento de las importantes obras y acciones 
colonizadoras en las que participan activamente los trabajadores de Bella Unión, especialmente, en el área 
cañera, así como en los proyectos y acciones que se enuncian a continuación". 


Allí sigue el desarrollo de concepto colonizador que a lo largo de 2016 y en la actualidad estamos 
emprendiendo en conjunto con la gente de UTAA, que fue mencionado rápidamente, y que refiere a las 
fracciones 8 y 8B de Colonia España, donde se han instalado cuatro módulos de producción de tipo granjera 
-para llamarla de alguna manera-, de pequeñas producciones: hortícola, de aves y de cerdos para el consumo 
y la y venta local. Aquí hay un grupo importante de veintisiete familias en módulos de unas diez o quince 
hectáreas, para lo cual -como se dijo- Colonización está realizando todos los esfuerzos de inversión 
productiva que sean necesarios y posibles. Además, se les otorga un crédito, no en la mano, sino para pagar 
las compras a los proveedores. O sea: ellos compran insumos, precisan instalar los invernáculos o lo que 
requieran para la producción, y el Instituto Nacional de Colonización les paga a los proveedores. Esto es 
parte del acuerdo. 


Más adelante, en el octavo punto, UTAA se compromete a no ocupar tierras durante el proceso de ejecución 
de los proyectos resultantes del propio acuerdo, garantizando así el relacionamiento armónico entre las 
partes. 


Como decía, este acuerdo se firmó en diciembre de 2015: la implementación de los módulos y demás se 
hizo a lo largo de 2016 y en este momento, en que si bien tenemos algunas dificultades operativas ya estamos 
con los módulos avanzados, llegamos a esta instancia. 


SEÑOR ROSELLI (Edmundo).- La reunión no fue de la comisión: eran diputados... 


(Diálogos.- Interrupciones) 


—Yo entendí que era una resolución o un acuerdo de la comisión. Si no me equivoco, todos estaban 
informados pero, obviamente, es un tema de la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑORA GÓMEZ (Jacqueline).- Cuando fuimos a la Comisión de Legislación del Trabajo, nos consultaron 
-está la versión taquigráfica-, si estábamos dispuestos a discutir con la UTAA sobre esta situación. Nosotros 
hicimos este mismo planteo en el sentido de que no teníamos dificultades para discutir con UTAA y que 
estábamos emprendiendo un conjunto de acciones. Por eso de ese ámbito salió ese esa reunión: a la primera 
UTAA no vino. 


SEÑOR TEXEIRA (Julio).- Me acota Rodrigo Herrero que todos estaban avisados en la Comisión de 
Legislación del Trabajo. 


Como dije, en esa reunión, hubo una primera parte, solo con UTAA, donde retomamos este acuerdo -lo 
recordamos, porque para nosotros, era fundamental- y una segunda parte en la cual ellos insistieron en que 
entraran los ocupantes. Nos pareció que a los efectos de mejorar el diálogo y encontrar una solución, la 
presencia de UTAA y de los diputados de la Comisión de Legislación del Trabajo podía permitir que se 
realizara ese encuentro con los ocupantes para ver en qué medida lográbamos destrabar esta situación, porque 
es obvio que nadie quiere tener ocupantes ni gente en huelga de hambre. 


Es así que, en un segundo momento, entraron a la comisión y se estableció un diálogo -que, obviamente, 
implica una negociación- y llegamos a un acuerdo de media carilla que tenemos en nuestro poder, al que voy 
a dar lectura. Dice así: "1. En el marco del acuerdo establecido entre el INC y UTAA en diciembre de 2015 y 
del diálogo mantenido entre ambos desde hace varios años, el INC está dispuesto a estudiar a corto plazo -un 
mes- nuevos proyectos colonizadores en el área de Bella Unión, en el formato acordado para las fracciones 8 
y 8B de Colonia España, para lo cual UTAA propondrá un grupo de familias para realizar dichos 
emprendimientos a ser acordados con el INC". 


Cuando hablamos de los emprendimientos colonizadores como los que tenemos, estamos refiriendo a los 
módulos de tipo grupal para la producción de alimentos del sustento familiar y de un excedente comerciable 
a nivel local, con características razonablemente similares. No estamos hablando de la fracción que está 
ocupada explícitamente y del proyecto que se propone por parte de los ocupantes. 


Continúo leyendo: "2. Acordar con UTAA que las formas de solicitar tierras se basan en la legalidad 
nacional y las normas del INC". Obviamente, esto reafirma la tesitura indiscutible para el país y para el 
directorio de este Instituto Nacional de Colonización sobre cómo hay que trabajar. 


Luego, el punto 3 expresa: "El INC y UTAA acuerdan revisar el acuerdo firmado conjuntamente el 9/12/15 
a los efectos de ajustar los numerales que pudieran dar lugar a desentendimientos. Esta revisión se 
desarrollará en forma paralela a la formulación de los proyectos enunciados en el punto 1". Algunos puntos 
se pueden entender de distinta forma en el marco de la discusión y este enunciado se refiere a ajustar ese tipo 
de detalles. 


Finalmente, el punto 4 expresa: "Durante la definición del proyecto establecido en el numeral 1" -o sea, los 
módulos productivos de diez o quince hectáreas-, "los aspirantes desalojarán la fracción 49B solo si el INC 
adopta la medida de no innovar sobre la fracción 49B, en consecuencia, no realizará ninguna acción o se 
adjudicará la fracción a terceros. Además, durante las siguientes tres semanas, no ingresará el colono 
adjudicatario de la fracción". Por otro lado, sí podrán acceder a la fracción las familias... designadas por 
UTAA, que podrán realizar actividades de pesca y afines". Habilitamos las actividades de pesca, porque se 
nos planteó que era casi el sustento alimenticio básico de la familia, sólo pesca con un uso exclusivo de la 
margen del río que está allí. 


Nosotros accedimos. Tenemos un aspirante que ya ha sido designado colono que no ha podido ocupar esas 
tierras, porque han estado ocupadas por terceros que no la han dejado ocupar como es debido, para tener este 
margen de dos o tres semanas -en Turismo es muy difícil trabajar- para poder proponer el nuevo proyecto 
productivo a UTAA. Si después esos proyectos productivos no son convincentes para UTAA o para quien 
sea, lo veremos. Eso es lo que nosotros podemos ofrecer. 


Quiero decirles que nosotros ya tenemos al menos una alternativa de una fracción con las características que 
estoy mencionando y el modelo productivo. Por lo tanto, ya tendríamos bases fuertes para poder proponer 


cosas al proyecto, si se dan los pasos necesarios. Debo decir, también, que si bien no está escrita, en el marco 
de esta reunión en la que estuvimos las partes que mencioné: diputados, UTAA, Colonización, se acordaron 
acciones de buena voluntad. Entre ellos se consideró que era pertinente, como gestos de buena voluntad, el 
levantamiento del campamento y la desocupación de la fracción. En la medida en que se desocupara la 
fracción y se levantara el campamento, Colonización iba a informar al Poder Judicial que la ocupación había 
sido levantada, en la hipótesis positiva. Constatamos que al día de hoy el campamento sigue, se ha anunciado 
por algún medio que la huelga de hambre se retomaría y, por otro lado, se dice que se va a desocupar la 
fracción, pero todavía formalmente no se han hecho las comunicaciones pertinentes. 


El Instituto Nacional de Colonización tiene todos los mecanismos advertidos y en atención, para que cuando 
se nos comunique que la fracción va a ser entregada, tomarla como corresponde. Quiero ser claro; lo hemos 
sido también con UTAA y con los ocupantes. La entrega de la fracción, como cualquier otra fracción del 
Instituto de Colonización en cualquier parte del país y en cualquier circunstancia se realiza sin la presencia de 
personas, cultivos ni animales. No vamos a tomar una fracción en la que existan animales; cultivos no hay 
-por lo que no es el problema- pero sí hay animales de terceros que nunca queda claro si son o no ocupantes. 
No vamos a tomar esa fracción si existen animales. 


Eso lo digo porque no sé cómo va a ser en las próximas horas la divulgación de los acontecimientos. 
Nosotros vamos a proceder como corresponde formalmente en cualquier instancia en que se devuelve una 
fracción de colonización. Por lo tanto, el instituto está dispuesto a avanzar en los temas y en los gestos de 
buena voluntad, en la medida en que se cumplan estos acuerdos orales, no escritos y avanzar en los acuerdos 
escritos que leí, como corresponde, para lo cual ya tenemos inclusive propuestas para comentar y discutir con 
la contraparte. 


Si se me permite, quiero decir que el problema legal está más que reafirmado por todo el directorio y ha 
sido dicho por la presidenta y por mí en forma reiterada en los documentos. Ese es el primer punto y la 
primera premisa. Lo demás, empieza a ser adjetivo, pero como lo adjetivo a veces también hace a la 
discusión, vale la pena aclarar un par de cosas. 


Cuando el instituto hace una asignación de tierras, una fracción -y ustedes saben porque ya hemos estado 
aquí que el instituto tiene desde fracciones de subsistencia de cinco hectáreas a fracciones de cien, doscientas, 
quinientas y más hectáreas- es para casos individuales, grupales, de familia, ganadería, lechería, horticultura; 
hay situaciones de las más diversas, muy heterogéneas. Por lo tanto, cuando el instituto tiene una fracción, 
para llamar a interesados tiene que ver varias cosas, sin entrar en los múltiples detalles. Hay que ver la zona, 
a qué zona se refiere, qué demanda hay en dicha zona, qué tipo de actividades predominantes hay, si hay 
demandantes grupales o individuales. La segunda, es la fracción. Si es una fracción, qué tipo de suelos tiene, 
qué aptitud tienen esos suelos, etcétera. Para otorgarla hay que ver, si es para una familia o un grupo, cuáles 
son las características del grupo o la familia. 


Vamos a hablar de una familia. En este caso debemos ver no sólo la constitución de la familia o del grupo, 
sino también cuál es la experiencia y capacidad productiva de ese grupo o de esa familia, lo mismo que cuál 
es el capital productivo de ese grupo o de esa familia. Usted no le puede entregar una fracción de doscientas 
o de quinientas hectáreas ganaderas a alguien que no tenga una experiencia ganadera o que tenga unas pocas 
cabezas de animales, porque la fracción le queda grande. En este caso, no le estaríamos dando una solución, 
sino un problema mucho más grande o distorsiona absolutamente todo el sentido colonizador. Hay razones 
técnicas y una de las cosas que hemos aprendido fuertemente es lo difícil que es la transformación de un 
asalariado en un productor. Es un tema extremadamente difícil. 


El instituto ha hecho una gran apuesta y está haciéndola en términos de apoyo, de infraestructura, de capital, 
de capacitación, de asistencia técnica, pero no es fácil. Entonces, yo quiero decir que el proyecto que se ha 
presentado -si bien es adjetivo, no es el tema central-, no es un proyecto acorde a los conceptos que tiene 
Colonización ni acorde a las personas que lo reclaman. Espero haber sido claro con esto y agradezco el 
tiempo adicional sobre este punto. 


SEÑOR LARZÁBAL (Nelson).- Quiero agradecer al directorio del Instituto de Colonización. Creo que ha 
sido muy clara toda la exposición y a mí no me ha quedado ninguna duda. Algunas interrogantes que habían 
surgido en presencia del grupo de ocupantes han sido detalladamente respondidas y no me surgen preguntas 
para agregar. 


SEÑOR ROSELLI (Edmundo).- Quería agradecerles que hayan concurrido. La comisión le dijo a esta gente 
que no estaba de acuerdo con la forma en que estaban presionando, en idioma español y quedó bien claro. De 
ello quedó constancia en la versión taquigráfica. 


Lo único que no me quedó claro es cuando al colono se le ayuda económicamente, se dijo que la plata va al 
proveedor. 


SEÑOR VASSALLO (Miguel).- En estos módulos, eso depende de la situación. 


En este caso concreto lo hacemos así, porque sabemos de la situación y queremos que no se distorsiones el 
uso de esos fondos. En otros, hay créditos directos al productor, quien los aplica. Cada caso hay que 
estudiarlo. 


SEÑOR FRATTI (Alfredo).- Obviamente, quiero agradecer que hayan venido prontamente a la comisión y en 
lo personal respaldo la gestión del instituto. Está bien escuchar a todos, pero no podemos interceder. Están los 
organismos especializados, hay un directorio que tiene participación política del oficialismo, de la oposición, 
del ministerio. En lo personal, respaldo la gestión. Me parece que está bien abrir una puerta de negociación, 
porque si bien se podría ser mucho más duro desde el punto de vista legal no es bueno para la sociedad, para 
el país, tener gente acampando y si abrir esa puerta de negociación lo soluciona, bienvenido sea. Me parece 
lógico, además, que no se ceda el predio que está siendo ocupado, pero si hay una posibilidad de localización 
en otro lado, en los módulos en los que ya están trabajando, me parece atinado. Reitero: de mi parte doy un 
respaldo total a la actuación que ha tenido el directorio en pleno de colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este tema tengo un matiz, aparte de la formación jurídica. 


Con ocupantes, yo no hubiera negociado y creo que de esta forma, además, lo que no se quiso que entre por 
la puerta va a terminar entrando por la ventana, por una adjudicación directa a través de cobijarlos en vía de 
UTAA. Creo que habría que dar un respaldo político a esta organización para que sea la organización 
legítima para canalizar las aspiraciones, pero no para terminar brindando un manto protector a este tipo de 
ocupantes que, en definitiva, no van a ocupar la fracción inicial pero van a terminar beneficiados a través de 
la selección de nombres por UTAA mediante adjudicación directa en otra colonia. Creo que no sería una 
buena señal para el entorno y puede llegar a acarrear otras situaciones. Me imagino que, en caso de llegarse a 
esta situación de solución que en lo personal no comparto, debería dejarse bien claro a UTAA que, 
obviamente, este mecanismo no puede proliferar, porque lo que firma UTAA por otro lado se termina 
desvirtuando la realidad por el mecanismo de ocupación de hecho y termina cobijado vía UTAA. 


SEÑORA GÓMEZ (Jacqueline).- Quisiera hacer algunas aclaraciones. 


Nosotros los recibimos en el directorio el día que fueron. Lo hicimos porque estaban ahí, porque vinieron a 
conversar con nosotros y les hicimos este mismo planteo que les hacemos a ustedes. Explicamos los 
mecanismos de acceso a la tierra, cuáles es el procedimiento y qué es lo que hay que hacer. Luego no 
negociamos. En realidad, la propuesta del directorio fue realizada en el marco del acuerdo con UTAA y con 
los legisladores, que tuvieron un rol, porque el vínculo con UTAA lo tenemos sin ninguna dificultad, estemos 
o no de acuerdo. Hicimos un trabajo que incluye muchísimos temas y llegamos a varios acuerdos con UTAA, 
en un marco de discusión y negociación de ambas partes. Esta reunión se dio porque los diputados 
integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo la sugirieron. En la primera oportunidad, los 
representantes de UTAA no vinieron; por eso la reunión no se llevó a cabo. La segunda vez, sí vinieron. Diría 
que la idea era levantar algunas situaciones y encontrar el ámbito que nos llevara a un camino de 
entendimiento. 


Como dijo el director Vassallo, tenemos un acuerdo global con UTAA. En ese marco y en el entendido de 
que hay población objetivo del Instituto Nacional de Colonización, creemos que si el Instituto tiene tierras es 
correcto articular. El acuerdo expresa que UTAA propondrá a un grupo de familias para realizar dichos 
emprendimientos a ser acordados con el INC. Este es otro modelo de producción y de vinculación con la 
tierra. Son módulos de producción familiar, con explotación directa, con rubros diversificados, en un entorno 
de 15 hectáreas. Estamos hablando de módulos de producción granjera, no de 250 hectáreas destinadas al 
cultivo de arroz. 


El año pasado, cuando se planteó una situación con UTAA, acordamos que se levantara la ocupación, pero 
una cosa es interactuar con una organización y otra distinta es interactuar con los intereses de un grupo de 
personas a las que se les ocurre un determinado planteo. Ellos señalan, concretamente, el deseo de que se los 
complazca con esto, refiriéndose a las 250 hectáreas. Hay que tener en cuenta que 250 hectáreas son 
US$ 750.000 o US$ 1.000.000 del Estado uruguayo. 


Por eso es muy importante el procedimiento y cuidar la institución. Personalmente, entiendo el planteo del 
diputado Umpiérrez. Estoy de acuerdo con que tenemos que lograr, sobre todo, la protección del Instituto 
como una herramienta que dé respuesta a determinados sectores. Si no, la política de tierras la terminan 
haciendo otros; ni el Directorio que está presente, ni este Gobierno, sino otros en función de las necesidades 
de cada una de esas familias. 


SEÑOR VASSALLO (Miguel).- Lo que plantea el señor presidente es importante; lo comparto. 
Quiero agregar dos o tres comentarios a lo que ya dijo la ingeniera Jacqueline Gómez. 


Si se fijan, el documento del 5 de abril, fue firmado por el Instituto Nacional de Colonización, la UTAA y la 
Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Diputados, no por los ocupantes. De manera que este 
acuerdo es con UTAA. 


Los tres primeros puntos no refieren a la ocupación, sino a los proyectos colonizadores, a la forma de 
solicitar tierra y a revisar el acuerdo anterior con UTAA. 


El último punto es el único que de alguna manera refiere a la ocupación. Se da un plazo para la 
desocupación mientas nosotros nos comprometemos a no actuar para que entre enseguida quien ha sido 
designado colono. Es decir, el hombre lleva un año y medio esperando; son solo dos semanas más. A los 
efectos de resolver un problema de huelga de hambre, campamento, etcétera, nos pareció que era razonable, 
pero no estamos negociando más que posponer esto dos o tres semanas; eso es lo máximo que hemos 
acordado. 


Si se fijan, los gestos de buena voluntad que no están escritos, que son orales, con la Comisión de 
Legislación del Trabajo, que supongo que oficia como intermediario o testigo de un acuerdo -no sé si es una 
expresión correcta que puedo usar; son terceros con la autoridad social política que corresponde a una 
comisión de trabajo del Parlamento nacional- son que ellos levantan la huelga de hambre, desocupan la 
fracción y nosotros notificamos al Poder Judicial, como corresponde. Es decir, no otorgamos nada. Por 
supuesto, vamos a notificar que las personas han dejado la ocupación. 


Entonces, si su preocupación es que esta gente después entre por la ventana, a través del acuerdo con 
UTAA, quiero decir que el punto 3) establece que se debe revisar el acuerdo del 9 de diciembre. En ese 
acuerdo nosotros establecimos que no habría ocupación de tierras. Vamos a avanzar para que el acuerdo 
establezca un plazo concreto para que no haya ocupación de tierras. Por lo menos, esa es la opinión de 
algunos. Esto es un proceso, pero creo que esa es la idea. Debemos ser más concretos y establecer más 
límites -porque donde quedan puntos difusos se nos cuelan los problemas-, para ir por el camino jurídico y el 
camino institucional. 


Su preocupación es la mía. Quería explicar esto no para que se saque esa preocupación, pero sí para que, al 
menos, baje en algún grado. 


SEÑOR HERRERO (Rodrigo).- Estoy en el Directorio del Instituto Nacional de Colonización en 
representación del Partido Nacional. Cuando se produjo la ocupación, una de las cuestiones que desde el 
principio nos preocupó -no solo a mí, sino a todo el Directorio- fue no sentarnos a conversar mientras hubiera 
una medida de fuerza como esa. Lo que ocurre es que empezó a aparecer UTAA en el juego, en carteles, 
sobre todo a nivel de la prensa. No hablamos de los representantes de UTAA oficialmente acompañando la 


ocupación, sino de lo que aparecía en la prensa y de que los ocupantes mencionaban que eran gente de 
UTAA. 


Como dijeron los compañeros del Directorio, se había hecho un acuerdo, del cual yo también participé, con 
aquellos módulos, para dar una solución a una zona del país que tiene un serio problema de marginalidad, de 
pobreza. Hace algún tiempo recorrí no solo la parte productiva agropecuaria, sino la parte social del entorno 


de Bella Unión; es indudable que hay gente con serios problemas. Aquí han venido personas de Green Frozen 
y de otros emprendimientos que han fracasado. La solución que se planteó en aquel momento, en aquel 
acuerdo del año 2015, fue darles un área para la subsistencia, para que generaran alimentos para sus familias, 
que era la preocupación más importante que tenían. No se trata de proyectos productivos para generar el 
desarrollo de una familia, la educación de los hijos. No; obviamente, en 10 o 15 hectáreas una familia no 
puede generar eso, pero sí es una ayuda para la olla. 


En ese entendido, trataré de explicar por qué nos reunimos con esta gente, lo cual sucedió después de otra 
instancia. 


La Comisión de Legislación del Trabajo nos convocó y concurrimos, acompañando al Directorio. 
Lamentablemente, no había ningún diputado de mi partido en esa reunión. Lo digo con pena. Había un 
representante del Partido Comunista, estaba el diputado Rubio, por Asamblea Popular, y los diputados Puig y 
Placeres. Lo importante de esta instancia es que la Comisión de Legislación del Trabajo nos pide reunirnos 
con UTAA. Nosotros dijimos que nos reuniríamos con UTAA, que es la organización representativa, no con 
los ocupantes, sobre todo para tener claro hasta dónde había un acompañamiento de esta ocupación por parte 
de UTAA, porque se nos caía el esquema de trabajo que teníamos con ellos. 


Como dijo la presidenta del Instituto, los representantes de UTAA no fueron a la reunión el día lunes, por un 
problema de comunicación. Sí aparecieron los ocupantes. Dijimos que no íbamos a reunirnos con ellos; la 
reunión era con la Comisión de Legislación del Trabajo y con UTAA. Por lo tanto, la reunión quedó trunca. 


El día martes nos llamó el diputado Placeres para ver si podíamos reunirnos el miércoles, porque había 
venido gente de la UTAA. Con la ausencia de la presidenta, interrumpimos la sesión de Directorio -que nos 
quedó para mañana- y los recibimos. Nos llevó toda la tarde. Al día siguiente tuve que ir personalmente al 
campamento a levantar el documento. El objetivo era dar solución -yo actúo de buena fe y tengo que creer 
que la otra parte también- a un grupo de familias que tenían problemas de alimentación. Tanto es así, que nos 
pidieron que aunque fuera los dejáramos pescar, porque con eso podían dar de comer a los gurises. 


De manera que nos reunimos con UTAA y después de que llegamos a un acuerdo, como se insistía, recién 
entonces entraron los ocupantes. 


Como decía el director Vassallo y la presidenta del Instituto, a todos nos preocupó esta situación en tanto se 
generaba un antecedente, en el sentido de que lo que surge es: "Si ocupo un pedazo de campo, me dan algo". 
Lo que nosotros estamos haciendo es tratar de solucionar un problema de alimentación, del sustento familiar, 
de una situación que se fue de cauce. Inclusive, en la UTAA nos dijeron que ellos no habían salido a hablar 
porque, en criollo, se les habían metido por atrás. UTAA se enteró de la ocupación cuando ya estaba hecha; 
por eso no salió a apoyar ni a acompañar a viva voz. Sí quisieron encontrar una solución para este grupo de 
personas. En ese marco, acompañamos la idea de un módulo, para solucionar la alimentación. 


Hoy, después de estos diez o quince días, en los que no se dieron las cosas como habíamos acordado, de 
buena fe -no está escrito, pero lo hablamos-, me llama la persona del PIT- CNT que estuvo en todo esto y que 
también me llamó el viernes antes de Semana Santa y me dijo: "Herrero, estoy llevando a la gente para Bella 
Unión y no ha pasado tal cosa". Entonces, hicimos las gestiones correspondientes. Sin embargo, en Semana 
Santa me enteré de que el campamento seguía acá. De manera que le siento mal olor a este asunto. No soy 
optimista en cuanto a que esto vaya a solucionarse, porque no sé si la respuesta que proponemos es la que 
ellos quieren. En el fondo -lo vi en la reunión, en el entorno y en el campamento-, algunos actores de la 
ocupación quieren puntualmente ese pedazo de campo, con ese proyecto productivo. Y nosotros hemos sido 
claro en cuanto a que no acompañamos eso. Ojalá prime la sensatez y esto termine. 


SEÑOR ROQUERO (Julio).- Simplemente, quería agregar que cuando el Directorio los recibió, fuimos muy 
claros con ellos: si hubieran sido presentados por la UTAA en el proyecto, tenían el perfil adecuado para ser 
seleccionados. Hoy, políticamente, Uruguay está como para no pasar por este tipo de ocupaciones, porque 
hay un diálogo abierto y negociaciones como para ser beneficiarios del Instituto. Tienen el perfil adecuado; 
es gente realmente necesitada. No podemos negarnos a darle cabida en el futuro, porque en algún momento el 
Estado los va a tener que asistir. No tienen oficio, pero tampoco se puede vivir de renta -se lo dijimos 
claramente- ; tienen que vivir de su trabajo. Lo que el Estado les puede ofrecer más adelante es una 
herramienta para que se puedan ganar la vida. 


SEÑOR FRATTI (Alfredo).- No quiero que se me malinterprete. Lo que dije es que apoyo y respaldo, porque 
me parece que son los que más conocen del tema y, aparte de eso, porque soy de los que creen que el diálogo 
no se puede cortar nunca, aun con aquellos que no tienen razón. Siempre es mejor zurcir que dejar roto. Ese 
es mi criterio. Por eso mi respaldo. Creo que se tienen que seguir reuniendo las veces que sean necesarias 
para tratar de destrabar, sin apartarse de las normas, situaciones que ocurren en la sociedad y que seguirán 
ocurriendo, cuando no sea con el Instituto de Colonización, seguramente, será con otro. El diálogo siempre 
debe mantenerse, reitero, aun con aquellos que nosotros estamos convencidos de que no tienen razón. En ese 
sentido, decía que respaldaba, porque me parece que han recorrido el camino correcto. Por un lado, el camino 
legal, denunciando la ocupación y demás. Y cuando vino la UTAA, que los representa, me parece que está 
bien que hayan conversado con ellos y traten de encontrar una solución. 


Por otra parte, yo no conozco, no soy amigo ni sé los nombres de los que están en la plaza. Sí reconozco que 
se trata de gente con enormes dificultades y carencias de vida; capaz que la forma utilizada no fue la mejor. 
No son empresarios que usurparon un campo del Instituto Nacional de Colonización; vamos a decir todo 
como es. 


Entonces, creo que vale la pena tener una instancia y darles plazo para que desocupen. A lo mejor, pueden 
entrar por las vías normales que tiene el Instituto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Imagino que idénticas necesidades deben tener muchos de los que están en la lista 
de aspirantes a colonos. 


La Comisión les agradece su presencia. 


Antes de que se retiren, les quiero decir que a lo mejor nos ponemos en contacto con ustedes porque 
tenemos previsto ir a Artigas y nos gustaría visitar una colonia del Instituto. 


(Diálogos) 


(Se retiran de sala integrantes del Instituto Nacional de Colonización) 


Propongo que la primera parte de la sesión de hoy, en la que comparecieron los funcionarios de 
Asociación de Funcionarios de Inspección Veterinaria y Tecnología, sea declarada de carácter reservado. 


(Apoyados) 
(Diálogos) 


———No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 
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